
DERECHO DE PETICIÓN ANTE DESPACHO JUDICIAL/ Falta de transgresión al tratarse de una solicitud para iniciar una actuación judicial y como tal se tramitó
“(…) si bien al escrito radicado en el despacho demandado debía imprimírsele el trámite propio de una actuación jurisdiccional de pruebas anticipadas (…) y no el de una actuación administrativa, propia del derecho de petición que, por lo demás, no tiene cabida dentro los trámites procesales, como quiera que los jueces se comunican con las partes e intervinientes por medio de sus providencias judiciales (…) Solo en las gestiones de tipo administrativo que les corresponden, lo que difiere del caso de ahora, podría predicarse la posibilidad de responder un derecho de petición.  
“(…) el amparo estaba llamado al fracaso (…) porque no se probó trasgresión alguna del mencionado derecho, tanto menos cuando el despacho judicial profirió los autos que estimó pertinentes y ellos fueron notificados oportunamente al interviniente.”
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Acta N° 63 de febrero 10 de 2016
Procede la Sala a decidir la impugnación contra la sentencia dictada el 24 de noviembre de 2015 por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía, interpuesta por Javier Elías Arias Idárraga, en esta acción de tutela que promovió frente al Juzgado Promiscuo Municipal de Santuario. 
ANTECEDENTES

Con el fin de lograr la protección de su derecho fundamental de petición, Javier Elías Arias Idárraga presentó esta demanda contra el Juzgado Promiscuo Municipal de Santuario y solicitó que se le ordenara que, en un término no mayor a 48 horas, le diera respuesta de fondo a lo solicitado en el escrito que en copia anexó, ya que no ha sido resuelto.
Previo rechazo por parte de esta Corporación para conocer del asunto en primera instancia por falta de competencia, el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía asumió el conocimiento del mismo y concedió plazo al accionado para que ejerciera su derecho de defensa. Así lo hizo la titular del Juzgado, quien dio cuenta de la solicitud elevada por el accionante y sobre las normas en que se sustentó; que como no expresó cuál era el proceso a iniciar, se le concedió un término de cinco (5) días para que lo precisará, el cual transcurrió en silencio y, por contera, fue rechazada; en firme la providencia que así lo dispuso, pasó al archivo. Resaltó que el derecho de petición tiene una esfera esencialmente administrativa y los procedimientos judiciales, como el invocado por el solicitante, tiene regulación especial que debe ser atendida plenamente por los interesados.

Sobrevino la decisión de primer grado que dispuso negar el amparo constitucional. Para así decidir, se hizo notar que el accionante confunde el derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política con lo que constituyen las pruebas anticipadas que regulan el estatuto procesal civil y la Ley 472 de 1998; se agregó que el Juzgado obró conforme correspondía, esto es, porque no se corrigieron las falencias que halló en la solicitud. De otro lado, se incumplió el principio de inmediatez, habida cuenta de que el solicitante dejó transcurrir un término considerable, superior a 6 meses,  desde que presentó la práctica de pruebas anticipadas a la fecha de promoción de la tutela.
Esa resolución dejó inconforme al demandante que la impugnó y manifestó “APLICAR ART 357 CPC A MI BIEN EN LO DESFAVORABLE”; hizo alusión a que es sujeto de especial protección y que su solicitud sí la hizo amparado bajo el artículo 23 de la CN.
Luego de recolectada una prueba de oficio en esta instancia, se procede a decidir, previas las siguientes,
CONSIDERACIONES

La acción de tutela fue concebida como un mecanismo ágil y expedito, que le permite a toda persona reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, cuando quiera que ellos resulten violados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

  



Se acude en esta oportunidad en procura de la protección del derecho de petición, que el accionante estima vulnerado por el Juzgado Promiscuo Municipal de Santuario, al afirmar que no le responde lo solicitado desde el 23 de abril de 2015, según da cuenta el documento de folio 2, relacionado con la práctica de unas pruebas anticipadas.
 



El juzgado, se dijo, negó el amparo porque, previa diferencia entre lo que constituye el derecho de petición y una solicitud de pruebas anticipadas, no halló actuar irregular del Juzgado demandado cuando inadmitió y rechazó la presentada por el interesado, y porque no se cumplió con el principio de inmediatez.

Comparte la Sala aquella diferencia que hace el funcionario de primer grado, sobre la que no está de acuerdo el accionante, si bien al escrito radicado en el despacho demandado debía imprimírsele el trámite propio de una actuación jurisdiccional de pruebas anticipadas, según, incluso, las mismas normas de derecho en las que se apoyó el interesado y el encabezamiento del mismo, y no el de una actuación administrativa, propia del derecho de petición que, por lo demás, no tiene cabida dentro los trámites procesales, como quiera que los jueces se comunican con las partes e intervinientes por medio de sus providencias judiciales (sentencias o autos). Solo en las gestiones de tipo administrativo que les corresponden, lo que difiere del caso de ahora, podría predicarse la posibilidad de responder un derecho de petición.  
En tal orden de ideas, la cuestión tenía un matiz diferente al que finalmente se le dio en primera instancia, porque si el meollo radicaba en esa distinción, por tratarse de una actuación jurisdiccional, lo cierto, es que el derecho de petición, sobre el cual se pide protección, no pudo estar comprometido en este caso concreto. 
En consecuencia, el amparo estaba llamado al fracaso, no precisamente por las razones expuestas en primer grado, tal como se ha explicado (que, valga anotarlo, daban lugar a la declaración de improcedencia), sino porque no se probó trasgresión alguna del mencionado derecho, tanto menos cuando el despacho judicial profirió los autos que estimó pertinentes y ellos fueron notificados oportunamente al interviniente.

Finalmente, es preciso acotar que para el caso ninguna relevancia tiene la manifestación del accionante sobre su condición personal, entre otras razones, porque, ya se dijo, el derecho que se invoca no ha sido conculcado. 
   



DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA por las razones consignadas en esta instancia, el fallo dictado el 23 de noviembre de 2015 por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía, en esta acción de tutela, promovida por Javier Elías Arias Idárraga, contra el Juzgado Promiscuo Municipal de Santuario. 




 
En firme esta decisión, remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Cópiese y Notifíquese 

Los Magistrados, 

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                 DUBERNEY GRISALES HERRERA
  



     Con salvamento de voto
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